
En tales condiciones, la Ciudad Autónoma actuó en función de la información obrante en el expediente y de la
documentación de que disponía al tiempo de resolver. La eventual existencia de escritos dirigidos a un
órgano distinto de la Administración competente para la designación no permite imputar, sin más, a la Ciudad
Autónoma un vicio de nulidad radical, máxime cuando la propia Autoridad Portuaria indicó a UGT-Melilla que
la solicitud debía formularse ante la Ciudad Autónoma.

Cuestión distinta sería que la Ciudad Autónoma hubiera procedido a proponer o designar vocales
prescindiendo total y absolutamente del procedimiento aplicable o desconociendo deliberadamente un ámbito
portuario previamente definido y vinculante. Pero tal supuesto no resulta acreditado en la documentación
examinada.

En consecuencia, la solución jurídicamente preferente es la inadmisión de la solicitud de revisión de oficio por
carencia manifiesta de fundamento, al no apreciarse, siquiera indiciariamente con la intensidad exigible, la
concurrencia de una causa de nulidad de pleno derecho del artículo 47.1 de la Ley 39/2015.

Subsidiariamente, para el caso de que la Ciudad Autónoma optase por una posición especialmente
garantista, cabría tramitar el procedimiento de revisión de oficio y resolverlo mediante resolución
desestimatoria, por inexistencia de causa de nulidad radical. Ambas soluciones dejan expedita, en su caso, la
vía contenciosoadministrativa y permiten que la controversia sea residenciada ante la jurisdicción ordinaria
competente, con pleno respeto al derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el artículo 24 de la
Constitución Española.

La rectificación acordada por el Consejo de Gobierno en sesión de 10 de abril de 2026, al amparo del artículo
109.2 de la Ley 39/2015, corrige el error material relativo al origen de la propuesta incorporada al acta, pero
no constituye ni sustituye una revisión de fondo del Acuerdo de 14 de marzo de 2025. Dicha rectificación
permite separar una inexactitud formal ya corregida de la cuestión sustantiva relativa a la determinación de la
organización sindical relevante.

TERCERO. - Interpretación del artículo 30.2.e) del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y
de la Marina Mercante. Concepto de organización sindical relevante en el ámbito portuario.

El artículo 30.2.e) del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante establece
que el 66 por ciento del resto de los miembros del Consejo de Administración serán designados en
representación de las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, organizaciones empresariales y
sindicales y sectores económicos relevantes en el ámbito portuario.

La literalidad del precepto no se refiere a los sindicatos más representativos en términos generales, sino a
organizaciones sindicales relevantes en el ámbito portuario. Esta diferencia terminológica tiene relevancia
jurídica, como destacó la Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de junio de 2006, al analizar la reforma
introducida por la Ley 62/1997, que sustituyó la anterior referencia a las centrales sindicales más
representativas por una fórmula más amplia y circunscrita a la Autoridad Portuaria de que se trate.

La relevancia sindical a efectos del artículo 30.2.e) no debe identificarse, por tanto, con la mayor
representatividad sindical general en el territorio de la Ciudad Autónoma de Melilla ni con la implantación
sindical global en el conjunto de la actividad económica local. Debe atenderse al ámbito portuario concreto,
en la medida en que la vocalía se integra en el órgano de gobierno de una Autoridad Portuaria y responde a
la finalidad de incorporar al Consejo la representación sindical adecuada a los intereses específicos del
puerto.

El informe de la Abogacía General de la Generalitat Valenciana relativo a la Autoridad Portuaria de Alicante
mantiene este mismo planteamiento al señalar que la organización sindical relevante debe determinarse
atendiendo al ámbito de la Autoridad Portuaria concreta, en conexión con el sector económico portuario o
negocio portuario afectado.

Por su parte, el informe de la Abogacía General del Estado sobre la interpretación de la Ley Orgánica
11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, aunque referido principalmente al artículo 34 del Texto
Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y a los Consejos de Navegación y
Puerto, resulta útil para distinguir la mayor representatividad estatal o autonómica de la representatividad en
ámbitos funcionales específicos.

De todo ello resulta que la expresión “organizaciones sindicales relevantes en el ámbito portuario” debe
interpretarse como una noción sectorial y funcional. La relevancia ha de acreditarse en el ámbito propio del
puerto concreto y en relación con los intereses cuya presencia se pretende asegurar en el Consejo de
Administración.

No parece jurídicamente adecuado tomar como referencia el conjunto del territorio de la Ciudad Autónoma de
Melilla, pues el artículo 30.2.e) no se refiere a la representatividad territorial general, sino a la relevancia en el
ámbito portuario.

Tampoco resulta adecuado acudir al conjunto de la actividad económica de Melilla, ya que ello diluiría la
finalidad específica de la vocalía sindical en el Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria y
permitiría atribuir la representación a una organización sindical con implantación general, pero no
necesariamente relevante en la actividad portuaria.

La solución más conforme con la literalidad, sistemática y finalidad del artículo 30.2.e) consiste en referir la
relevancia sindical al ámbito portuario específico del puerto de Melilla.
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